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REPUBLICA DE COLOMBIA

RAMA JUDICIAL DEL PODER PUBLICO

JUZGADO PROMISCUO DEL CIRCUITO DE BOLÍVAR

Bolívar (Cauca), dieciséis (16) de febrero de dos mil diez (2010).

OBJETO A DECIDIR:

De conformidad con los lineamientos establecidos en el Art. 40 de la Ley 600 de 2000, procede el Juzgado a dictar sentencia anticipada dentro del presente proceso, seguido en contra del señor RODOLFO MONTES RODRIGUEZ, por el delito de homicidio agravado.
HECHOS:

En el acta contentiva de la formulación de cargos con fines de sentencia anticipada, la Fiscalía 26 Especializada adscrita a la Unidad Nacional de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario sintetizó los hechos de la siguiente manera:

“Tuvieron ocurrencia el 21 de mayo de 2005, cuando el hoy occiso luego de salir de su casa de residencia y siendo aproximadamente las ocho de la mañana se encontraba en un lote de terreno de su propiedad denominado LA VEGUITA localizada en el corregimiento YACUANAS del municipio de ALMAGUER-CAUCA, encargándose de labores del campo, cuando fue objeto de disparos por parte del soldado HERNANDEZ SUCERQUIA, quien se encontraba desarrollando la misión táctica Nro. 9 orden de operación GENDARME adelantada por los pelotones ACERO 3 a órdenes del ST HERNANDEZ VILLAMIZAR JULIAN y ACERO 4 a órdenes del ST BURITICA GUARNIZO SAUL”.
DEL PLIEGO DE CARGOS:
La diligencia de formulación y aceptación de cargos, de que trata el Art. 40 de la Ley 600 de 2000, se llevó a cabo el 28 de julio de 2009 ante la Fiscalía 26 Especializada adscrita a la Unidad Nacional de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, a solicitud del señor RODOLFO MONTES RODRIGUEZ, quien fue asistido por su defensora en dicho acto.

En la mencionada diligencia, una vez precisados los hechos materia del proceso y enunciadas las pruebas recaudadas por el ente investigador, al señor RODOLFO MONTES RODRIGUEZ le formularon cargos como coautor del delito de homicidio agravado, tipificado en el Código Penal (Ley 599 de 2000), Libro Segundo, Título I, Capítulo Segundo, Artículos 103 y 104 numerales 6 y 7, los cuales fueron aceptados sin condicionamiento alguno por parte del procesado.
ANALISIS JURIDICO Y VALORACION PROBATORIA:

El Juzgado procederá a verificar el cumplimiento de lo establecido en el inciso 1º del Art. 9° del Código Penal, según el cual, para que una conducta sea punible se requiere que sea típica, antijurídica y culpable.
En cuanto a la tipicidad, el Art. 103 del Código Penal, describe el delito de “homicidio” en los siguientes términos:
“El que matare a otro incurrirá en prisión de 13 a 15 años”

Por su parte el Art. 104 ibídem, en sus numerales 6 y 7, consagra algunas de las circunstancias de agravación del homicidio, señalando lo siguiente:

“La pena será de 25 a 40 años de prisión, si la conducta descrita en el artículo anterior se cometiere:

(…)

6. Con sevicia.

7. Colocando a la víctima en situación de indefensión o inferioridad o aprovechándose de esta situación”.
En el caso sometido a consideración, se tiene que el señor RODOLFO MONTES RODRIGUEZ (para la época de los hechos Cabo del Ejército Nacional), aceptó su responsabilidad como coautor del delito de homicidio agravado, específicamente por haberle ordenado al soldado profesional RODRIGO ANTONIO HERNANDEZ SUCERQUIA, quien estaba bajo su mando, que accionara su fusil de dotación en contra de la humanidad del campesino ROMULO GOMEZ RENGIFO, a fin de presentarlo como un guerrillero dado de baja en combate y, por esta vía, mostrar resultados tangibles en la ejecución de la Misión Táctica No. 9, Orden de Operación Gendarme, que unidades del Batallón de Alta Montaña No. 4 “Benjamín Herrera Cortés”, llevaron a cabo el 21 de mayo de 2005 en inmediaciones del municipio de Almaguer (Cauca).
Los hechos, tal y como fueron presentados por la fiscalía y aceptados por el procesado en la diligencia establecida en el Art. 40 de la Ley 600 de 2000, encuentran apoyo probatorio en los siguientes medios de convicción:
1.- Informe suscrito por el ST. JULIAN DARIO HERNANDEZ VILLAMIZAR, Comandante del Pelotón Acero 3 que participó en la Misión Táctica No. 9, Orden de Operación Gendarme, ejecutada por miembros del Batallón de Alta Montaña “Benjamín Herrera Cortés”, por cuyo medio manifestó que el 21 de mayo de 2005 el Cabo Tercero RODOLFO MONTES RODRIGUEZ, quien dirigía la Tercera Escuadra del referido pelotón, de la cual era puntero RODRIGO ANTONIO HERNANDEZ SUCERQUIA, le avisó que “un bandido” vestido de civil había sido “dado de baja”, y que llevaba consigo un revólver calibre 38, un radio de comunicaciones y tres minas antipersonales “hechizas” de tubo P.V.C.
2. Declaración rendida por el Teniente ANDRES ALBERTO ARIAS GARCIA, Comandante de la Compañía A del Pelotón Acero 4, dirigido por el ST SAUL BURITICA GUARNIZO, que participó en la Misión Táctica No. 9, Orden de Operación Gendarme, ejecutada por miembros del Batallón de Alta Montaña No. 4 “Benjamín Herrera Cortés”, a través de la cual refirió que en el momento de los hechos se encontraba a siete u ocho kilómetros del lugar donde ocurrieron, pero que se enteró, por boca del soldado profesional RODRIGO ANTONIO HERNANDEZ SUCERQUIA, que éste se había perdido de sus compañeros y que, cuando regresó a buscarlos, se encontró con un sujeto que lo atacó con un arma de fuego, por lo que se vio obligado a reaccionar con su fusil de dotación, ocasionándole la muerte.
3. Indagatoria rendida por el Soldado Profesional RODRIGO ANTONIO HERNANDEZ SUCERQUIA, puntero de la Tercera Escuadra del Pelotón Acero 3, dirigida por el Cabo Tercero RODOLFO MONTES RODRIGUEZ, por cuyo medio manifestó que el día 21 de mayo de 2005, mientras ejecutaban la Misión Táctica No. 9, Orden de Operación Gendarme, se perdió de sus compañeros “porque habían otros caminos”, por lo que decidió devolverse a fin de encontrarse con su propia escuadra. Explicó que mientras iba de regreso se topó con un “bandido” que se transportaba en un caballo, preguntándole si había visto al resto de la tropa. Añadió que al no obtener respuesta alguna continuó su camino y que el aludido sujeto se levantó la ruana y sacó un revólver, por lo que tuvo que reaccionar en el acto tirándose a una barranca para resguardarse. Dijo que después de escuchar 3 o 4 disparos, desaseguró su fusil y le disparó al “bandido” de frente, mientras éste permanecía montado en el caballo, ocasionándole la muerte inmediata.
4. Informe de la Misión Táctica No. 009, Orden de Operaciones “Gendarme”, suscrita por el Comandante del Batallón de Alta Montaña No. 4 “Benjamín Herrera Cortés”, por cuyo medio se reportan los pormenores, planificación, labores de inteligencia y acciones adelantadas en su desarrollo y posterior ejecución. En uno de los apartes de dicho documento se registra como “resultado tangible obtenido” la “baja en combate” de “un bandido al parecer de la cuadrilla “CAMILO CIEN FUEGOS” de la ONT-ELN quien en vida respondía al nombre de ROMULO GOMEZ RENGIFO”.

5. Acta de levantamiento del cadáver de ROMULO GOMEZ RENGIFO, realizado por la Inspección de Policía Judicial Especial Municipal de Almaguer, en la cual, entre otras cosas, se describen las heridas que presentaba el cuerpo del occiso, así:

“1. Orificio de entrada con bordes irregulares a cinco centímetros zona axilar izquierda. 2. Orificio de salida en zona escapular derecha. 3. Orificio de entrada de medio centímetro en zona pectoral izquierda a 7 cms aproximadamente de la tetilla izquierda. 4. Orificio de entrada de medio centímetro a 6 centímetros de externón (sic). 5. Orificio de entrada de medio centímetro en cara anterior del antebrazo. 6. Orificio de salida de medio centímetro en cara posterior de antebrazo. 7. Orificio de entrada en línea media dorsal, sin orificio de salida”.

6. Protocolo de necropsia realizado por el médico general de la UNIA, en el cual se documentaron las lesiones que presentaba el cuerpo del occiso, señalando que las mismas fueron producidas por proyectiles de arma de fuego, “con sección medular a nivel T1-T3, laceración pulmonar en ápice lóbulo superior izquierdo y derecho-medio derecho”, concluyéndose que la muerte de ROMULO GOMEZ RENGIFO se produjo por “choque neurogénico secundario a sección medular por proyectiles de arma de fuego”.

7. Registro civil de defunción con indicativo serial 4974067, expedido por la Notaría Única del Círculo de Almaguer, correspondiente a ROMULO GOMEZ RENGIFO.
8. Declaración de ELCÍAS NEPOMUCENO GOMEZ, hijo de la víctima, quien manifestó que su padre era un campesino, trabajador, que nunca tuvo problemas con nadie, que debido a su edad casi no veía, que tenía una fractura en la rodilla que lo obligaba a andar a caballo y que, además, tenía un dedo quebrado en la mano derecha. Negó también cualquier nexo del señor ROMULO GOMEZ RENGIFO con la guerrilla.
9. Testimonios de MILVIA RENGIFO GOMEZ, DEYANIRA GOMEZ, EUSEBIA GOMEZ, ALEYDA RENGIFO GOMEZ y MATILDE GOMEZ, quienes manifestaron que al señor ROMULO GOMEZ RENGIFO lo asesinó el Ejército dentro de su propio predio.
10. Acta de la inspección judicial al lugar de los hechos, llevada a cabo por la Fiscalía Seccional de Almaguer, en la cual se consignó que desde la casa de habitación de la víctima hasta el lugar donde ocurrieron los hechos, hay una distancia aproximada de 2 kilómetros y que, desde este último sitio, puede divisarse la residencia de la señora EUSEBIA GOMEZ (donde vive ELCÍAS NEPOMUCENO GOMEZ) y la del hoy occiso.

10. Declaración del ST. JULIAN DARIO HERNANDEZ VILLAMIZAR, para ese entonces al mando del Pelotón Acero 3, quien señaló que las escuadras se movilizan llevándose una distancia de 10 a 12 metros cada una, dependiendo del puntero, y que cada 45 minutos se detienen para verificar dicha distancia y compactar la unidad. Asimismo dijo que el terreno por el que se movilizaban el 21 de mayo de 2005, era “abrupto” y de vegetación espesa.

11. Copia de la hoja de vida del Soldado Profesional RODRIGO ANTONIO HERNANDEZ SUCERQUIA, la cual da cuenta de los registros de actuaciones y desempeños significativos en ejercicio de sus funciones.

12. Acta de la inspección judicial al lugar de los hechos, llevada a cabo por el Juzgado 54 de Instrucción Penal Militar ante la Vigésima Novena Brigada, en la cual se consignó la versión de los hechos que dio el señor RODRIGO ANTONIO HERNANDEZ SUCERQUIA, según la cual, desempeñándose como puntero de la Tercera Escuadra del Pelotón Acero 3, que participó en la Misión Táctica No. 9, Orden de Operación Gendarme, ejecutada por miembros del Batallón de Alta Montaña No. 4 “Benjamín Herrera Cortés”, perdió el rastro de sus compañeros y, mientras intentaba ubicarlos, se encontró con el señor ROMULO GOMEZ RENGIFO, quien se encontraba montado a caballo, y le preguntó por el resto de la tropa sin obtener ninguna respuesta, al proseguir su camino, vio que dicho individuo esgrimió un revólver y le disparó 2 ó 3 veces, por lo que reaccionó disparando su fusil de dotación. Explicó además que sus compañeros de la cuarta escuadra llegaron “como a los diez minutos”.
13. Testimonios de JESUS OLIVER, CONSUELO y ARTEMIO GOMEZ y JHON AIBER RUIZ QUINAYAS, quienes manifestaron que el señor ROMULO GOMEZ RENGIFO era un campesino, trabajador, que no acostumbraba a portar armas ni explosivos.

14. Álbum fotográfico de la inspección judicial llevada a cabo en el lugar de los hechos por el Juzgado 54 de Instrucción Penal Militar ante la Vigésima Novena Brigada, por cuyo medio se detalla el lugar donde se perdió de sus compañeros de pelotón el soldado profesional RODRIGO ANTONIO HERNANDEZ SUCERQUIA, el camino que siguió con posterioridad, el sitio donde el militar se encontró con el supuesto maleante y el lugar donde se resguardó del ataque y reaccionó accionando su fusil de dotación.

15. Plano de la inspección judicial llevada a cabo en el lugar de los hechos por el Juzgado 54 de Instrucción Penal Militar ante la Vigésima Novena Brigada, a través del cual se describe el terreno y las distancias recorridas por el soldado profesional RODRIGO ANTONIO HERNANDEZ SUCERQUIA, según su versión de lo sucedido. Igualmente se recrea la distancia y posición que tenían la víctima y victimario en el momento del supuesto enfrentamiento.

16. Informe técnico No. 1342, en el cual se consignó que el arma que supuestamente portaba el señor ROMULO GOMEZ RENGIFO, correspondía a un revólver marca LLAMA, modelo CASSIDY, calibre 38 especial, funcionamiento por repetición, tambor de 6 cartuchos, en buen estado de funcionamiento, clasificada como de uso civil (para defensa personal). Se allegó igualmente el álbum fotográfico de la inspección practicada al arma incautada.

17. Concepto técnico del radio de comunicaciones que supuestamente llevaba consigo el occiso, a través del cual se señala que se encuentra en regular estado de conservación, la carcasa está desgastada y rayada, teclado de programación averiado y batería fuera de servicio.

18. Declaración libre rendida por RODRIGO ANTONIO HERNANDEZ SUCERQUIA ante la Procuraduría Provincial de Popayán, a través de la cual, en términos generales, ratificó la versión dada en la indagatoria y en la inspección judicial llevada a cabo en el lugar de los hechos por el Juzgado 54 de Instrucción Penal Militar ante la Vigésima Novena Brigada, pero en la que precisó que cada soldado marchaba separado entre 20 y 25 metros y que el primero que llegó al lugar del insuceso fue el Cabo Montes, Comandante de la Tercera Escuadra.

19. Aclaración al Protocolo de Necropsia, a través del cual se explica “que el proyectil entró por la parte anterior del hemitórax izquierdo y con orifico de salida por la parte posterior, recorrido “de la parte superior hacia abajo”. Asimismo se allegó un diagrama del cuerpo humano, en el cual se ubican los orificios de salida y entrada de los proyectiles, según los hallazgos consignados en el protocolo de necropsia.

20. Declaración rendida por el TE SAUL BURITICA GUARNIZO, Comandante del Pelotón Acero 4, por cuyo medio manifestó que no podía dar datos exactos acerca de lo ocurrido pues no estuvo en el lugar y momento de los hechos, precisando que solamente se encargó de realizar el levantamiento, custodia y posterior traslado del cadáver hasta Almaguer.

21. Testimonio del Cabo Tercero RODOLFO MONTES RODRIGUEZ, Comandante de la Tercera Escuadra del Pelotón Acero 3, quien narró la versión que de los hechos le dio el soldado profesional RODRIGO ANTONIO HERNANDEZ SUCERQUIA, señalando que se trató de una legítima defensa. Asimismo, explicó que se encargó de destruir el material explosivo incautado.

22. Declaración rendida por el Cabo Segundo JESUS MARTINEZ CARRASCAL, a través de la cual indicó que cada hombre marchaba a 30 metros de distancia y que pudo escuchar inicialmente unos disparos y después un “rafagazo” Dijo además que cuando llegó al lugar de los hechos, la segunda sección ya se encontraba con el soldado SUCERQUIA.

23. Testimonio rendido por el Mayor EDGAR GUERRA SANTOS, para la época de los hechos Oficial S3 del Batallón de Alta Montaña No. 4 Bg. Benjamín Herrera Cortés, quien señaló que una vez enterado de lo ocurrido se desplazó hasta Almaguer para “ponerse al tanto” de la situación y que le explicó a los familiares del occiso que los militares actuaron “bajo una orden de operaciones emitida por una autoridad competente, como lo es el Comandante del Batallón”. Explicó que dentro de sus labores, le correspondía planear, dirigir y orientar las operaciones militares, precisando que en el caso específico, el mando de lo tenía el TE. ANDRES ARIAS GARCÍA.

24. Ampliación de indagatoria del soldado profesional RODRIGO ANTONIO HERNANDEZ SUCERQUIA, a través de la cual manifestó que perdió el rastro de sus compañeros pues por el sector había varios caminos, que duró perdido alrededor de 10 a 20 minutos, que cada escuadra marcha a 7 ó 10 minutos de distancia, que cada hombre estaba separado 15 metros aproximadamente. Explicó además que las minas que llevaba consigo el señor ROMULO GOMEZ RENGIFO tenían 30 centímetros de diámetro aproximadamente, que eran metálicas y que en su parte superior “tenían como algo parecido a un pito de una olla a presión”.

25. Indagatoria rendida por RODOLFO MONTES RODRIGUEZ, para la época de los hechos Comandante de la Tercera Escuadra del Pelotón Acero 3, quien respaldó, en términos generales, la versión dada por el soldado RODRIGO ANTONIO HERNANDEZ SUCERQUIA. Indicó además que él fue el encargado de hacer explotar controladamente las minas antipersonales que el señor ROMULO GOMEZ RENGIFO supuestamente llevaba consigo, precisando que las mismas eran tipo jeringa.

Con apoyo en los medios de convicción acabados de relacionar, es dable concluir que la tipicidad, en sus aspectos objetivo y subjetivo se encuentra plenamente demostrada, pues los mismos indican con certeza que el entonces soldado profesional RODRIGO ANTONIO HERNANDEZ SUCERQUIA, en cumplimiento de la orden antijurídica impartida por RODOLFO MONTES RODRIGUEZ (para esa época Cabo del Ejército Nacional), realizó la acción dolosa de ocasionarle la muerte a otro, específicamente al señor ROMULO GOMEZ RENGIFO, disparando en contra de éste el fusil de dotación que llevaba consigo, mientras se ejecutaba la Misión Táctica No. 9, Orden de Operación Gendarme, llevada a cabo el 21 de mayo de 2005 en inmediaciones del municipio de Almaguer (Cauca), por parte de unidades adscritas al Batallón de Alta Montaña No. 4 “Benjamín Herrera Cortés”. 
Las pruebas también permiten corroborar que la víctima recibió 4 disparos de fusil, los cuales ingresaron a su cuerpo siguiendo una trayectoria de arriba hacia abajo, impactando en diferentes partes del tórax (3) y cara anterior del antebrazo izquierdo (1), lo que le produjo un “choque neurogénico secundario a sección medular”, que desencadenó su muerte de manera inmediata.
Se pudo establecer además que la orden antijurídica dada al soldado profesional por el entonces Cabo del Ejército Nacional RODOLFO MONTES RODRIGUEZ, tenía como único fin promocionar un resultado tangible de la Misión Táctica No. 9, Orden de Operación Gendarme, solo que la burda presentación de una situación ficticia que pretendió ocultar el comportamiento ilegal, permitió corroborar que no se trató de una legítima defensa militar (muerte en combate de un guerrillero), sino de un vil  montaje de agentes de la fuerza pública.
De igual forma, se deriva de los elementos de juicio allegados a la actuación, que el señor RODOLFO MONTES RODRIGUEZ conocía los hechos constitutivos de la infracción penal y quería su realización, no obstante haber intentado explicar, sin éxito, que no había cometido el delito materia del presente proceso. Con todo, dicha hipótesis fue abandonada finalmente por el propio encartado, al aceptar unilateralmente y sin condicionamiento alguno, los cargos que le formuló la Fiscalía 26 Especializada adscrita a la Unidad Nacional de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario.
Ahora bien, en cuanto a la antijuridicidad, tenemos que el legislador ha querido proteger la vida e integridad personal, consagrando tipos penales de resultado, a través de los cuales se describen conductas que para su consumación requieren de la verificación de una lesión o puesta en peligro efectiva del bien jurídico objeto de la infracción. Este es el caso del tipo penal de homicidio agravado, cuya comisión implica la vulneración del bien jurídico de la vida.
Para el caso, tenemos que al dar muerte a otra persona, específicamente al señor ROMULO GOMEZ RENGIFO, el señor RODOLFO MONTES RODRIGUEZ vulneró el bien jurídico de la vida, sin que concurra ninguna de las circunstancias de ley que justifiquen tal accionar.
Para efectos de la culpabilidad, debe señalarse que el procesado aceptó de manera simple y llana los cargos que le formuló la Fiscalía 26 Especializada adscrita a la Unidad de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario, lo que de por sí sería suficiente para entender que asumió íntegramente su responsabilidad en el reato que se analiza.
Con todo, se hace necesario señalar que el señor RODOLFO MONTES RODRIGUEZ es sujeto de culpabilidad, toda vez que no obra un elemento de juicio indicativo de que al momento de ejecutar la conducta típica y antijurídica, no hubiera tenido la capacidad de comprender su ilicitud o de determinarse de acuerdo con esa comprensión, por inmadurez sicológica, trastorno mental, diversidad sociocultural o estados similares. En cuanto al conocimiento de la ilicitud de las conductas, es claro que de acuerdo con las circunstancias en las que se ejecutó el hecho, el procesado sabía que su accionar estaba prohibido por la ley.
Por otro lado, resulta evidente que el acriminado contaba con la posibilidad de adecuar su comportamiento a derecho, pues no se ha evidenciado algún tipo de coacción o fuerza física o moral que lo hubiese determinado a realizar el comportamiento ilícito.

Ahora bien, del análisis de los elementos de prueba recaudados legal y oportunamente en la investigación es que al juez le corresponde tomar la decisión de fondo. Para este caso, se tiene que los medios de prueba allegados y la aceptación de culpabilidad del acriminado, nos conducen al conocimiento más allá de toda duda, acerca de la responsabilidad del señor RODOLFO MONTES RODRIGUEZ en la comisión, a título de coautor, de la conducta punible de homicidio agravado, descrito en el Art. 103 y 104 numerales 6 y 7 del Código Penal.
CALIFICACION JURIDICA Y SITUACION DEL  PROCESADO:

La conducta punible por la que se profiere el fallo, tal como fue reseñada en el acta de formulación de cargos, está consagrada en el Art. 103 y 104 numerales 6 y 7 del Código Penal, denominada homicidio agravado, con pena de prisión de 25 (300 meses) a 40 años (480 meses).
Se procede a tasar la pena, de conformidad con los Arts. 60 y 61 del Código Penal, normas que establecen los parámetros para la determinación del mínimo y máximo imponible y los fundamentos para la individualización de la sanción.
Así, los cuartos quedan de la siguiente manera:

Cuarto mínimo:

De 300 a 345 meses de prisión

Primer cuarto medio:
De 345 a 390 meses de prisión

Segundo cuarto medio:
De  390 a 435 meses de prisión

Cuarto máximo: 

De 435 a 480 meses de prisión

Tal como lo indica el Art. 61 inciso segundo, sólo es posible la aplicación del cuarto mínimo cuando no concurran circunstancias de mayor o menor punibilidad o sólo circunstancias de atenuación punitiva. En el presente caso, tenemos que la Fiscalía 26 Especializada adscrita a la Unidad Nacional de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario no le formuló al procesado circunstancias de mayor ni de menor punibilidad, por lo que la pena a imponer estará ubicada dentro del cuarto mínimo.

Teniendo en cuenta la evidente gravedad de la conducta punible, cometida por un miembro del Ejército Nacional, la naturaleza de las causales de agravación concurrentes, la intensidad del dolo y la necesidad de la pena en el caso concreto, la pena privativa de la libertad se fija en 330 meses de prisión, la cual considera el Despacho tiene funciones de prevención general, prevención especial, retribución justa y reinserción social.

Como accesoria se impone la inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas, por el término 20 años.

Determinada la pena privativa de la libertad a imponer, correspondería aplicarle a dicho monto la reducción de la tercera parte, de conformidad con las previsiones contenidas en el Art. 40 de la Ley 600 de 2000, por haberse sometido el procesado al trámite de sentencia anticipada en la etapa de instrucción. Con todo, debe tenerse en cuenta que de acuerdo con jurisprudencia reiterada de la Corte Constitucional, existe equivalencia entre el instituto de la sentencia anticipada previsto en el Art. 40 de la Ley 600 de 2000 y el allanamiento a cargos establecido en el numeral 3º del Art. 288 de la Ley 906 de 2004, en concordancia con el Art. 351 ibídem, por lo que es factible “que la autoridad judicial aplique la ley posterior, 906 de 2004, de manera retroactiva si sus implicaciones resultan en el caso concreto más favorables a la persona condenada en eventos en los cuales ésta se acogió a sentencia anticipada bajo la Ley 600 de 2000” (Sentencia T-091 de 2007).
En consecuencia, corresponde dar aplicación a la norma más favorable a los intereses del procesado, esto es, el numeral 3º del Art. 288 de la Ley 906 de 2004, en concordancia con el Art. 351 ibídem, por consagrar ésta una rebaja de hasta la mitad de la pena a imponer, proporción que es superior a la establecida en el Art. 40 de la Ley 600 de 2000.

Así las cosas, como la rebaja de pena por aceptación de los cargos con antelación a la presentación de la acusación, según el Art. 351 de la Ley 906 de 2004, puede ser “hasta de la mitad”, la sanción privativa de la libertad se fija definitivamente en 165 meses de prisión. La pena accesoria de inhabilitación de derechos y funciones públicas también se fija en el mismo monto de la pena principal.
INDEMNIZACION DE PERJUICIOS:

Correspondería darle cabal cumplimiento a la norma rectora prevista en el Art. 21 y a los Arts. 56 y 170-8 de la Ley 600 de 2000, conforme a lo establecido por los Arts. 94 y 96 de la Ley 599 de 2000, condenando al procesado RODOLFO MONTES RODRIGUEZ a la reparación de los perjuicios derivados de la conducta punible, según aparezcan probados en el proceso.

Con todo, el apoderado de la parte civil manifestó expresamente que renunciaba a la pretensión indemnizatoria, por cuanto el interés que perseguía su poderdante dentro de la presente actuación era que se le garantizaran sus derechos a la verdad y la justicia.

Conforme con ello, este Despacho se abstendrá de pronunciarse respecto de la indemnización de perjuicios ocasionados con el delito, según la petición realizada por la parte civil.

DE LA SUSPENSION CONDICIONAL DE LA EJECUCION DE LA PENA Y LA PENA SUSTITUTIVA DE PRISIÓN DOMICILIARIA:
No es procedente la concesión de la suspensión condicional de la ejecución de la pena ni la prisión domiciliaria, en razón a que no se cumple con el requisito objetivo consagrado en los Arts. 63 y 38 del Código Penal, respectivamente. 

A mérito de lo expuesto, el Juzgado Promiscuo del Circuito de Bolívar, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la Ley, 
RESUELVE:

PRIMERO: CONDENAR al señor RODOLFO MONTES RODRIGUEZ, de condiciones civiles y personales conocidas dentro de la presente actuación, como coautor penalmente responsable del delito homicidio agravado, que define y tipifica los artículos 103 y 104 numerales 6 y 7 del Código Penal, a la pena principal de ciento sesenta y cinco (165) meses de prisión y la accesoria de inhabilitación para el ejercicio de derechos y funciones públicas por el mismo término.

SEGUNDO: ABSTENERSE de condenar al señor RODOLFO MONTES RODRIGUEZ a resarcir los perjuicios ocasionados con el delito, de conformidad con la solicitud realizada por la parte civil, en la cual renunció expresamente a la pretensión indemnizatoria

TERCERO: No conceder al condenado el mecanismo sustitutivo de la suspensión condicional de la ejecución de la pena ni la prisión domiciliaria, en razón a que no se cumple con el requisito objetivo consagrado en los Arts. 63 y 38 del Código Penal, respectivamente.

CUARTO: LIBRAR boleta de encarcelación para ante el Director del Establecimiento Penitenciario y Carcelario “La Picota” de Bogotá, a fin de que sea dicha reclusión el lugar donde el señor RODOLFO MONTES RODRIGUEZ purgue la sanción impuesta mediante el presente proveído. OFICIAR a la autoridad militar de la guarnición donde actualmente se encuentra detenido el sentenciado, a fin de que proceda a trasladar inmediatamente al condenado a la mencionada cárcel.
QUINTO: Ejecutoriada la sentencia, remitir el cuaderno de copias del proceso al Juzgado de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá D.C., para lo de su competencia.
SEXTO: Ejecutoriada esta sentencia, désele comunicación a las autoridades correspondientes para lo de su cargo.
SEPTIMO: Informar que contra la presente providencia procede el recurso de apelación.
COPIESE, NOTIFIQUESE Y CUMPLASE

DIEGO FELIPE FERNANDEZ CORDOBA

Juez

WILLIAM FERNEY PERAFAN NAVISOY

Secretario
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